	Fecha
	29 de agosto de 1988
	Sesión número
	69

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Zully Orozco Álvarez

	Tutelados: Daniel Oliviera Reyes, Octavio González González

	Recurrido: Juzgado Segundo de Instrucción de Alajuela

	Objeto del recurso: La recurrente impugna la detención de los tutelados, alegando quebranto a la jurisprudencia de la propia Corte.

	Respuesta del recurrido: Los tutelados tienen causa por violación a la Ley de Migración. 

	Parte dispositiva
	Sin lugar (detención justificada). El Magistrado Houed da razones adicionales. VS de los Magistrados Blanco, Arias, Fernández, Arce, Ramírez, Gamboa y González.


N° 69
SESIÓN ORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del veintinueve de agosto de mil novecientos ochenta y ocho, con asistencia inicial de los Magistrados Blanco (Presidente); Coto, Cervantes, Arias, Rodríguez, Fernández, Arce, Ching, Ramírez, Guzmán, Houed y Gamboa. 
Artículo II
Seguidamente se conoce de los recursos de Hábeas Corpus que la licenciada ZULLY OROZCO ÁLVAREZ, Defensora a tiempo completo de San Carlos, planteó a favor de los nicaragüenses DANIEL OLIVIERA REYES y OCTAVIO GONZÁLEZ GONZÁLEZ, recursos que fundamenta en lo resuelto por esta Corte en la sesión del quince de octubre de mil novecientos ochenta y siete, artículo XIII; pues la Agencia Fiscal de San Carlos denunció a sus defendidos por infracción al artículo 88 de la Ley de Migración y Extranjería, y ordenó la detención de los señores Oliviera y González, a pesar de que la Corte Plena dispuso en el mencionado acuerdo que las infracciones a esa norma son de conocimiento de las Alcaldías de Faltas y Contravenciones, por lo que entonces la detención de sus patrocinados deviene en ilegítima.
La licenciada Anabelle Chaves Flores, Agente Fiscal de San Carlos, informó que sigue sendas acusaciones contra los señores Oliviera y González por el delito de infracción a la Ley de Migración y Extranjería N° 7033, en su artículo 88, las que se iniciaron el diecisiete de este mes con vista de un informe del Jefe de Migración y Extranjería Zona 6, asuntos en los cuales decretó la detención provisional de los imputados. Agregó además la licenciada Chaves que fue denegada la excarcelación de estas personas por tratarse de extranjeros que carecen de documentos de identificación, y porque eventualmente podrían evadir la acción de la justicia, y que la instrucción de esos asuntos prácticamente está concluida, pues solo espera un informe que pidió al Jefe de Cómputo de Migración.

Previa deliberación, y con examen de los expedientes que se tuvieron a la vista, N° 754-R-88 y 767-J-88, los Magistrados Coto, Cervantes, Chacón, Rodríguez, Zamora, Ching y Guzmán se pronunciaron por declarar sin lugar los recursos, con base en las razones que dieron al evacuar la consulta que formuló el Director General de Migración y Extranjería en el acuerdo a que se refiere la recurrente, es decir, porque los hechos punibles a que se refiere el artículo 88 son delitos y por lo tanto de conocimiento de los Jueces Penales, y de allí entonces que estimen que la privación de libertad de los detenidos no sea ilegítima (artículo 22 inciso a) de la Ley Especial de Jurisdicción de los Tribunales y 406 del Código de Procedimientos, en relación con el 298 ibídem).

También el Magistrado Houed votó por declarar sin lugar el Hábeas Corpus, pero con apoyo en las siguientes consideraciones:

Siguiendo los lineamientos del acuerdo tomado por Corte Plena en sesión del 15 de octubre de 1987, artículo XIII, debe solicitarse al Agente Fiscal que remita la causa por infracción al artículo 88 de la Ley de Migración y Extranjería (ingreso ilegal al país) al Alcalde correspondiente del lugar, y que sea éste en definitiva el que resuelva la situación jurídica de los imputados. Desde este punto de vista se justifica la detención de los extranjeros mientras el Alcalde (que es el competente para conocer de tal causa) define lo pertinente, pues en caso contrario se haría nugatoria la administración de justicia (por carecer aquellos de domicilio conocido). Asimismo, debe ponerse la situación en conocimiento de las autoridades de Migración, para que administrativamente (una vez resuelta la causa contravencional) se proceda a la deportación o expulsión de dichos extranjeros que ingresaron ilegalmente al país.
Los Magistrados Blanco, Arias, Fernández, Arce, Ramírez y Gamboa votaron por declarar con lugar el Hábeas Corpus, y en consecuencia, ordenar la inmediata libertad de los detenidos, pero con advertencia de que debe dejárseles a la orden de la Dirección General de Migración y Extranjería por tratarse de ciudadanos extranjeros que ingresaron ilegalmente al país, todo con base en las razones que constan en el referido artículo XIII, o sea, porque consideran que las infracciones previstas en la Ley de Migración constituyen contravenciones de conocimiento del Alcalde.

El Magistrado González votó por declarar con lugar el recurso por las razones expuestas en el artículo XIII de la sesión del 15 de octubre de 1987, de donde se deduce que los hechos atribuidos a los imputados constituyen contravención, y como tal no se admite en principio la prisión preventiva.

Con vista del resultado de la votación anterior, se tiene por desestimado el recurso de Hábeas Corpus que la licenciada Orozco Álvarez planteó a favor de los señores Daniel Oliviera Reyes y Octavio González González.
